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Un escudo contra
la violencia en línea
Modelo de Ley aprobada por la OEA contra
la violencia digital que afecta a las mujeres

I N V E S T I G A



sociales y las plataformas digitales se han convertido en
extensiones de la vida cotidiana, la violencia contra las mujeres ha
encontrado un nuevo terreno fértil: el ciberespacio.   
  
Acoso en línea, difusión de imágenes íntimas sin consentimiento,
deepfakes y discursos de odio basados en género no solo violan la
privacidad y la dignidad de las víctimas, sino que perpetúan
desigualdades estructurales que limitan su participación en la
sociedad. Ante esta realidad alarmante, la Organización de los
Estados Americanos (OEA), a través del Mecanismo de Seguimiento
de la Convención de Belém do Pará (MESECVI), aprobó en diciembre
de 2025 la Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y
Erradicar la Violencia Digital contra las Mujeres basada en Género. 

Esta iniciativa, inspirada en movimientos de base como el que
impulsó la llamada Ley Olimpia en México, representa un hito en la
lucha regional por entornos digitales seguros e inclusivos. La ley
modelo surge en un contexto de urgencia. Según informes de
organizaciones como Equality Now y el Programa de las Naciones
Unidas para el Desarrollo (PNUD), la violencia digital afecta
desproporcionadamente a mujeres, adolescentes y niñas,
exacerbando brechas de género, étnicas y socioeconómicas. 

En América Latina y el Caribe, donde el acceso a internet se ha
expandido en la última década, casos emblemáticos —como el
acoso a defensoras de derechos humanos o la victimización de
políticas en campañas electorales— han subrayado la necesidad de
marcos legales integrales. La Convención de Belém do Pará,
adoptada en 1994, ya obligaba a los Estados a combatir la violencia
contra las mujeres, pero el auge digital demandaba una
actualización.

En un mundo cada vez más interconectado, donde  las redes 
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Tras consultas con expertas, gobiernos y sociedad civil en países
como Brasil, México y Argentina, el Comité de Expertas del MESECVI
elaboró este instrumento durante la X Conferencia de Estados Parte
en Fortaleza, Brasil. No es una ley vinculante, sino un modelo que los
países pueden adaptar a sus legislaciones nacionales, pero su
adopción marca la primera agenda continental nacida de los
movimientos por los derechos de las mujeres, elevando demandas
locales a estándares interamericanos.

El propósito central de la ley modelo es claro: prevenir, sancionar y
erradicar la violencia digital basada en género, reconociéndola como
una violación de derechos humanos que trasciende fronteras
físicas. Su ámbito de aplicación abarca todos los espacios digitales
—redes sociales, mensajería, foros y plataformas de contenido— y
se extiende a mujeres de todas las edades, con un enfoque
interseccional que considera factores como etnia, orientación
sexual, discapacidad, migración y estatus socioeconómico. Grupos
vulnerables, como mujeres indígenas, afrodescendientes, LGTBIQ+,
periodistas y activistas, reciben atención prioritaria, ya que
enfrentan riesgos agravados.

La ley no solo penaliza actos individuales, sino que impone
obligaciones a Estados, plataformas tecnológicas y sociedad civil,
promoviendo una gobernanza digital compartida.

Como destaca Equality Now en su análisis, esta aproximación evita
respuestas punitivas excesivas, como la censura masiva, y prioriza la
protección sin comprometer la libertad de expresión. Uno de los
pilares de la ley son sus definiciones precisas, adoptadas en gran
medida de la Ley Olimpia mexicana, que surgió en 2013 tras la
victimización de Olimpia Coral Melo y se convirtió en ley nacional en
2021. 

La violencia digital se define como cualquier acto u omisión
facilitado por tecnologías de la información y comunicación (TIC)
que cause daño físico, psicológico, económico o sexual a mujeres
por razones de género. Incluye formas específicas como:
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el acoso cibernético (mensajes repetidos de hostigamiento); la
vigilancia digital (seguimiento sin consentimiento vía apps o
dispositivos); la difusión no consentida de contenido íntimo
(conocida como "pornovenganza"); la creación y distribución de
deepfakes (imágenes o videos manipulados con IA para difamar); la
suplantación de identidad (usurpación de perfiles para dañar
reputación); y los discursos de odio en línea que inciten a la
violencia de género. 

También abarca la violencia política digital, que silencia a mujeres en
espacios públicos, como daños a la imagen durante campañas
electorales o doxing (revelación de datos personales para intimidar).
Estas definiciones no son abstractas; responden a patrones reales
observados en la región, donde, por ejemplo, en México, miles de
mujeres han denunciado difusión de imágenes íntimas, y en Brasil,
activistas indígenas enfrentan ciberataques coordinados.

Los principios rectores de la ley enfatizan una perspectiva de
derechos humanos. Incluyen la debida diligencia reforzada por parte
de los Estados —es decir, actuar con rapidez y eficacia para
prevenir y responder—, la interseccionalidad (reconociendo
múltiples discriminaciones), la no revictimización (evitando
procesos judiciales que humillen a las víctimas) y la
corresponsabilidad (donde plataformas como Meta, X o TikTok
comparten carga con los gobiernos). 

La libertad de expresión se protege explícitamente, diferenciando
entre contenido dañino y discurso legítimo, para evitar abusos
autoritarios. Además, se incorporan principios de gobernanza digital,
como la transparencia algorítmica (por ejemplo, plataformas deben
revelar cómo moderan contenidos) y la cooperación transfronteriza,
crucial en un mundo donde los agresores operan desde
jurisdicciones diferentes.

En cuanto a las obligaciones de los Estados, la ley propone un
enfoque multifacético que va más allá de la sanción penal. 
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En prevención, insta a modificar leyes y regulaciones para eliminar
patrones culturales que toleran la violencia digital, como el
machismo en línea. 

Los sectores de educación, salud, justicia y tecnología deben
implementar campañas de sensibilización, cerrar la brecha digital
(especialmente en zonas rurales o para mujeres pobres), y
promover el acceso equitativo a TIC. Asimismo, se enfatiza la
formación de funcionarios: jueces, policías y educadores deben
capacitarse en detección de violencia digital con perspectiva de
género. 

Además, se promueve el uso de herramientas tecnológicas para
empoderamiento, como apps seguras para denuncias anónimas o
programas de alfabetización digital. 

En palabras de expertas del MESECVI, "la prevención no es solo
reaccionar, sino transformar la cultura digital para que sea inclusiva".
Para la protección y atención a víctimas, la ley exige medidas
urgentes: remoción inmediata de contenido violento por orden
judicial, sin necesidad de proceso largo, y soporte integral. Las
víctimas deben recibir asesoría legal y psicológica gratuita, con
protocolos que garanticen privacidad y eviten revictimización —por
ejemplo, audiencias virtuales o testimonios grabados. Para grupos
vulnerables, se prevén adaptaciones como intérpretes en lenguas
indígenas o accesibilidad para mujeres con discapacidades. 

Un aspecto innovador es la prohibición de deportar a migrantes que
denuncien, incluso si su estatus es irregular, reconociendo que
muchas víctimas son mujeres en tránsito que enfrentan explotación
digital. En síntesis, se tipifican delitos con penas de prisión
comparables a crímenes análogos (como violación a la intimidad),
multas no inferiores a las nacionales, y la posibilidad de acciones
civiles para reparación de daños. 

Finalmente, la reparación integral es otro eje clave. No se limita a
compensación económica; incluye restauración de derechos, 
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como rehabilitación psicológica, reinserción laboral si la violencia
causó despidos, y medidas simbólicas como disculpas públicas.

Para poner en práctica todas estas propuestas contenidas en esta
ley modelo, la cooperación internacional es esencial, dada la
naturaleza transnacional de la violencia digital. La ley promueve
acuerdos bilaterales y multilaterales para intercambio de
información, extradición de agresores y armonización de leyes,
articulándose con tratados como el Convenio de Budapest sobre
Ciberdelincuencia y el Pacto Digital Mundial de la ONU (2024). 

Desde la iniciativa Equality Now advierten que el éxito depende del
compromiso político: asignar presupuestos por parte de los
Estados, crear unidades especializadas y fomentar la participación
social. La sociedad civil juega un rol vital en llevar de las palabras a
los hechos lo que recoge este modelo de ley para las Américas.
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